	Fecha
	13 de diciembre de 1918
	Sesión número
	126

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Carlos María Jiménez Ortiz

	Tutelados: Pedro Almarales Cisneros, Ramón Álvarez

	Recurrido: Juez General Militar de Instrucción

	Objeto del recurso: El recurrente reclama que los tutelados, ambos extranjeros, están detenidos desde febrero de 1918 en relación con los hechos revolucionarios de dicho mes; empero, a la fecha no se tiene auto contra ellos ni se ha elevado a juicio su caso. 

	Respuesta del recurrido: Sí existe auto de detención, y no los alcanzan los decretos de amnistía por su condición de extranjeros.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (lo alegado constituye mora judicial, y no es competencia de la Corte Plena). El Magistrado Fernández pone nota.


N° 126
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a tres de la tarde del trece de diciembre de mil novecientos dieciocho. Asistieron los señores Magistrados: Esquivel (Presidente), Brenes, Jiménez, Dávila, Vargas Pacheco, Zelaya Rodríguez, Vargas Quesada, Solórzano, Fernández y Castro Saborío.

Artículo Único
Fue examinado el recurso de Hábeas Corpus interpuesto por el Licenciado CARLOS MARÍA JIMÉNEZ ORTIZ, en concepto de ciudadano, a favor de PEDRO ALMARALES CISNEROS, oriundo de Cuba, y RAMÓN ÁLVAREZ, de nacionalidad nicaragüense, ambos mayores, agricultores y vecinos de Turrialba. Alega el recurrente que Álvarez fue apresado a raíz de los sucesos revolucionarios del mes de febrero último, y Almarales quince días después; que es de presumir, por el momento en que fueron detenidos, que su larga prisión pudiera tener alguna relación con aquel intento revolucionario, pero que es lo cierto que hasta hoy no se ha dictado contra ellos el auto formal de detención que exige el artículo 30 de la Constitución Política para que un arresto pueda exceder de tres días; que es público y notorio que los reos políticos, así costarricenses como extranjeros, los más caracterizados como los más humildes, todos han sido puestos en libertad; que es también sabido que el proceso político militar que con motivo de los hechos acontecidos se inició, siempre ha permanecido en estado sumarial y no ha sido nunca elevado a plenario; y que es así mismo del dominio público, y así lo han declarado los funcionarios del Poder Ejecutivo en diversas declaraciones oficiales, que el País ha vuelto a la normalidad, que todos los amagos de trastorno han desaparecido y que la República ha entrado en una era de prosperidad y libertad muy halagüeña. Pedido informe al señor Juez General Militar de Instrucción, dio el que dice: “Señor Secretario de la Corte Suprema de Justicia. – S. D. – 12 de diciembre de 1918. Ramón Álvarez, nicaragüense, y Pedro Amarales, cubano, son reos del delito de tentativa de rebelión y hay, en la sumaria respectiva, auto formal de detención contra ellos. Los decretos de amnistía de 26 de marzo y 2 de noviembre de este año se referían única y exclusivamente a los costarricenses, razón por la cual no han podido ser puestos en libertad los señores Álvarez y Amarales. He tenido el honor de referirme a su estimable oficio número 541 de esta fecha. Con toda consideración soy de Ud. muy atento y seguro servidor. Enrique Cordero, Juez Gral. Militar”. Puesto a discusión el asunto, el Magistrado Fernández hizo moción para que se pidiera al señor Juez mencionado ampliación de su informe acerca de si ha habido diligencias que evacuar y que sean indispensables para poner el expediente en condiciones de poder dictar el sobreseimiento o la prisión y enjuiciamiento respectivas, las cuales hayan impedido la terminación del sumario, toda vez que el proceso tiene casi un año de iniciado, y si el auto de detención dictado contra los citados señores Almarales y Alvarado tiene las formalidades que exige el artículo 30 de la Constitución Política. El Tribunal, contra los votos del proponente y del Magistrado Castro, desestimó la moción por juzgar que con los datos hasta ahora existentes bastaba para resolver el recurso, y que con respecto a la retardación de justicia que hubiera en el proceso militar, bien podía la Sala Segunda de Apelaciones, como inmediato superior de dicho Juez, dictar las medidas que creyere oportunas a fin de acelerar los procedimientos. Resolviendo el recurso en el fondo, se acordó declararlo sin lugar por haber un auto de detención contra los citados individuos y por no estarse en ninguno de los casos del artículo 8° de la Ley N° 4 de 13 de noviembre de 1909. Se acordó, además, remitir copia en lo conducente de estas diligencias a la Sala Segunda de Apelaciones para que proceda en la forma que estime del caso, en cuanto a la retardación de justicia de que se queja el recurrente. El Magistrados Fernández motiva su voto así: Para poder examinar la pertinencia del recurso en vista de los artículos 179 y 308 del Código de Procedimientos Penales, 1° y 9° de la Ley de Hábeas Corpus y 30 de la Constitución, es indispensable el informe que propuse a fin de conocer sobre todos los motivos determinantes de la demora en el fenecimiento del sumario. Como sin esa base no se puede juzgar acerca de lo debido o indebido de la prolongada detención de que se queja el recurrente, y en cambio sí aparece del informe oficial del señor Juez General Militar que hay auto de detención formal contra los señores Álvarez y Almarales, y como además, por ser ellos extranjeros, no les alcanza la gracia a que se contraen los decretos de 26 de marzo y 2 de noviembre de este año, el recurso no es atendible y por eso lo declaro sin lugar, con la adición a que alude el acuerdo de la mayoría del Tribunal.
